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El hecho de que las infracciones aduaneras estén equiparadas a las contravenciones, no les quita el carácter de ilícito y como tal han de ser tratadas, desde el punto de vista del acusador y desde el punto de vista del defensor; correspondiéndose con una justa equidad de criterios. 
Atento a ello y, entrando en la consideración pertinente al tema, el Código Aduanero dispone con respecto a la extinción de las acciones en materia de infracciones (arts 929 a 946 CA) las causas por la cuales dicha acción se extingue, entre las cuales se encuentra la prescripción. Es decir, el transcurso de un tiempo determinado sin que dicha acción se haya impulsado. En tal sentido, el art 934 establece que la prescripción se produce por el transcurso de 5 (cinco) años, agregando el art 935 que dicho plazo comienza a computarse desde el primero de enero del año siguiente al hecho mismo o en su defecto, al del momento en que se constatare el ilícito. 
A tal efecto, se entiende que ello ha de producirse de puro derecho y hasta debería ser dictado de oficio por la autoridad que ejerce como juez administrativo, pues tratándose de materia penal, resulta de orden público y no puede soslayarse. Pero también el CA determina las causas por las cuales se interrumpe la prescripción, siendo la primera de ellas el dictado del auto por el cual se ordena la apertura del sumario (art 937 inciso a) 
Conforme a lo señalado, surge ahora el problema de considerar el tiempo transcurrido antes del dictado de la apertura del sumario y el nuevo cómputo a partir de tal dictado. Es decir, ¿corresponde considerar suspendida la prescripción si la apertura del sumario se realiza luego de pasados los 5 años? ¿Puede la inacción de quien tiene la responsabilidad de impulsar el proceso perjudicar al presunto infractor? ¿Se ajusta verdaderamente a derecho comenzar a computar nuevamente el plazo una vez realizado el acto interruptivo, aún si se produjo pasados los 5 años? Y todo ello debe analizarse en conjunción con la razonabilidad de los plazos del proceso penal, como lo son los procesos por infracciones aduaneras. 
Si entendemos que las garantías son una barrera ante el poder arbitrario del Estado, no podemos dejar de considerar que el orden público es una responsabilidad mayor del Estado y, que siendo el tema de la prescripción en materia penal precisamente de orden público, es el Estado quien tiene la mayor carga al momento de su cumplimiento. Más aún cuando la mayoría de las garantías que se regulan en nuestra Constitución Nacional y en nuestro sistema penal se encuentran en tratados internacionales sobre derechos humanos, debiendo trasladarse dichas garantías a la instrumentación penal local pertinente. 
Entre esas garantías se encuentra la razonabilidad del tiempo en los procesos penales y por ende, el derecho de cualquier individuo a ser juzgado dentro de un plazo razonable. Si bien existen antecedentes locales e internacionales con respecto a la razonabilidad en el tiempo de las acciones penales, no se ha llegado a establecer un plazo específico, dejando su determinación a la valoración legal y la complejidad del delito investigado y la debida diligencia del Estado, entre otros parámetros. 

La Corte Suprema estableció en el fallo Mozzati (1978) que la presunción de inocencia y el debido proceso se integran con una rápida y eficaz acción en las decisiones judiciales; y el caso Mattei de 1968 en referencia explícita a la razonabilidad del tiempo en el proceso penal. Por lo tanto, la prescripción resulta la garantía que permite la materialización del derecho a ser juzgado en un plazo razonable. Compartiendo el razonamiento, entiendo que la prescripción tiene naturaleza procesal, en tanto conlleva la regulación de un tiempo prudencial máximo en que puede una acción penal llevarse a cabo y, más allá de que la pretensión quede latente, se obstaculiza su ejercicio por el paso del tiempo. Es decir, como una línea de corte hasta cuándo una acción puede llevarse adelante. También cabe abordar el tema desde la expectativa del Estado, como protector del bien jurídico tutelado e impulsor del proceso, en obtener en un plazo razonable el resultado definitivo de un proceso penal. 
A pesar de lo expresado, nos encontramos con los casos de interrupción de la prescripción, que supone el no cómputo del tiempo transcurrido con anterioridad a la causa de interrupción, todo ello mediante diferentes supuestos, entre los que está el acaecido por actos procesales (como el auto de apertura del sumario) Considero que ello implica una arbitrariedad manifiesta aunque legalizada, acerca de los actos por parte del Estado y sus órganos pertinentes, ya que viene a introducir una injustificada arbitrariedad en el proceso penal, pretendiendo con ello encubrir la negligencia de quienes tienen a su cargo el impulso del proceso respectivo, desvirtuando el instituto de la prescripción y tornando difuso el derecho a ser juzgado en un plazo razonable.
En el caso del auto que ordena la apertura del sumario aduanero, el cual además de las actividades propias del servicio aduanero implica la notificación al presunto infractor a fin de que haga valer su derecho, el solo auto de apertura no puede ser instrumento de interrupción de la prescripción, sino que ello debe contener como requisito ineludible la notificación al presunto infractor; porque de no ser así, se dejaría al mero arbitrio de quien disponga dictar el auto de apertura sumarial sin considerar al imputado, lo que a mi juicio es netamente inconstitucional pues significaría trastocar el fundamento de legalidad mismo de la apertura del sumario aduanero, ya que el art 1094 del CA dispone que en la apertura del sumario se debe citar al presunto infractor (inciso b), complementado con el art 1101. 
Por otro lado y en sentido armónico del orden jurídico, este sistema arbitrario de interrupción de la acción penal de las infracciones aduaneras, resulta inconstitucional atento a que viola el principio de progresividad de los derechos humanos en cuanto al deber que el legislador tiene de conservar; por lo tanto, es un deber del Estado. Y ello resulta así además porque la causa de interrupción señalada y con al agravante de no contemplar el tiempo transcurrido anterior a la declaración de apertura del sumario, prolonga arbitrariamente el tiempo razonable del proceso penal en perjuicio del imputado, casi al punto de ser ilusorio el instituto de la prescripción. A ello debe sumarse las disposiciones de la Convención Americana de Derechos Humanos (art 8.1) y el art 14.3. C del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
En función de todo lo señalado, resulta que la causa de interrupción de la prescripción por el mero acto de apertura del sumario aún con posterioridad al transcurso de los cinco años, no garantiza el derecho a ser juzgado dentro de plazos razonables conforme lo dispuesto incluso en normas internacionales, debiendo en esos casos ser rechazada por inconstitucional la pretensión del Estado (servicio aduanero) de interrumpir la prescripción por un simple acto arbitrario del juez administrativo que incluso no toma en consideración el tiempo transcurrido con anterioridad al auto de apertura del sumario, atento a que no corresponde hacer recaer sobre el administrado la carga correspondiente a la obligación del impulso del proceso buscando con ello encubrir la ineficacia del Estado, ya que resolver las causas en un plazo razonable resulta una obligación ineludible del Estado, representado en este caso por el Servicio Aduanero, no teniendo por qué soportar el administrado la carga de la demora en la administración de justicia, lo que implica un inaceptable menoscabo de sus derechos constitucionales. -  

